El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia –10 de julio de 2018

Proceso: 

 Liquidación de Sociedad Conyugal
Radicación Nro. :
  
 66001-31-10-003-2011-00737-02
Demandante: 

 María Gilma Acevedo Nieto

Demandado:

Sebastián de Jesús Guarín Henao

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:


LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD CONYUGAL / OBJECIÓN A LA PARTICIÓN-Finalidad / EXCLUSIÓN DE BIENES / NO HUBO RECLAMACIÓN FRENTE A DILIGENCIA DE INVENTARIOS Y AVALÚOS  / PRINCIPIO DE PRECLUSIÓN /  REPROCHE EXTEMPORÁNEO / CONFIRMA 
Bueno es recordar que la objeción a la partición tiene como finalidad rebatir el trabajo cuando no se ajuste a las prescripciones legales, o se desconozca la relación de bienes o su valor, según la diligencia previamente practicada con la intervención de las partes. Y esto, por cuanto el acto partitivo como situación jurídica que es, viene entrelazado bajo una serie de requisitos, entre ellos, i) que la partición se haya procesado con asiento en los inventarios y avalúos aprobados con anterioridad; y ii) que en la distribución de los bienes se atiendan las reglas señaladas al partidor en los artículos 1391 y siguientes de la codificación civil, así como en la ley procesal. 
(…)
Para abordar el estudio del asunto, es preciso aclarar, primeramente, que en su momento, esto es, durante el traslado del trabajo de partición, ninguna objeción se planteó en relación con el establecimiento de comercio “Cenadero Paisa” como tal; se hizo alusión, exclusivamente, a la posesión de un lote y a unas aves de corral. Por ello, resulta impertinente ahora que el recurrente soporte su inconformidad en la distribución de ese bien, dado que el momento procesal para discutirlo era, precisamente, ese término que se le otorgó para rebatir el trabajo presentado.
(…)

Como ello es así, por fuera de debate debe quedar esa parte de la impugnación, sin perjuicio de que se ponga de presente lo llamativo que resulta que sea la misma parte demandante la que, desde la diligencia de inventarios y avalúos, incluyera ese bien, y ahora quiera que se excluya con dos argumentos que, a decir verdad, carecen de solidez…

(…)

Ahora bien, en lo que atañe a la posesión del lote de terreno ubicado al frente del aludido restaurante, detallado en la partida dos del trabajo de partición, para esta Sala, la razón está de lado del juez de primer grado, dado que en realidad el auxiliar nombrado para realizar la partición se ciñó a los inventarios y avalúos aprobados en auto del 27 de noviembre de 2015, de los cuales se corrió el traslado legal sin ninguna objeción por parte del aquí recurrente sobre los bienes allí denunciados. 

Vista así las cosas, y siguiendo el principio general de preclusión o eventualidad no son necesarias mayores lucubraciones para concluir que ese ataque resulta a todas luces extemporáneo, dado que, para reprochar la inclusión o exclusión de unos bienes en los inventarios y avalúos, hubo una oportunidad legal y ella transcurrió, respecto a ese particular con total silencio de la parte, lo que permite concluir que no puede usar otros actos procesales para enmendar la omisión que allí se tuvo.
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Por medio de apoderado judicial, María Gilma Acevedo Nieto, demandó  la liquidación de la masa conyugal formada por el matrimonio que sostuvo con Sebastián de Jesús Guarín Henao; mediante sentencia N° 423 del Juzgado tercero de familia se decretó la cesación de los efectos civiles del matrimonio religioso entre los cónyuges y por lo tanto se declaró disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal. 

El 25 de octubre de 2011 se admite la solicitud. 

Tal como lo indicaba el artículo 600 del Código de Procedimiento Civil se llevó a cabo la diligencia de inventario y avalúos. La demandante denunció estos bienes:

· Posesión sobre una casa de habitación con su correspondiente solar, ubicada en la Vereda la Oriental del municipio de Marsella, a orillas de la carretera de 47.70 metros de largo por 10.70 metros de ancho, con un avalúo catastral de $693.000

· Un establecimiento de comercio destinado a restaurante, ubicado en el inmueble detallado, el cual tiene un patrimonio bruto de $2.000.000

· Muebles y enseres para el restaurante como vajilla, ollas, cubiertos mesas y asientos por un valor aproximado de $2.000.000

Dando así un valor total del activo de la sociedad comercial de $4,693.000, sin pasivos.  

La parte demandada, relacionó los siguientes: 

· Lote de terreno mejorado con casa de habitación cuyas dimensiones son de 47.70 metros de largo y un ancho máximo de 12.70 metros, avalúo $100.00.000

· Lote de terreno con las siguientes dimensiones 39 metros por el borde de la carretera a Marsella en oriental, 40 metros  por la obra hacia abajo, 63 metros parte baja del lote y 96 metros subiendo la carretera, avalúo $30.000.000

· Establecimiento de Comercio denominado CENADERO PAISA, avalúo $100.000.000, de este establecimiento hacen parte los siguientes bienes muebles: 

· 4 Neveras: tres de 12 pies con un valor de $3.000.0000 y una de 9 pies con valor de $700.000

· 8 mesas de acero inoxidable: $1.440.000

· 50 Sillas RIMAX:  $1.000.000

· 4 Mesas RIMAX: $104.000

· 7 mesas de madera: $105.000

· 2 juegos de mesas de hierro con 4 sillas: $250.000

· 2 grabadoras: $120.000

· 2 congeladores: $1.800.00

· 4 estufas a gas: 3 de mesa $360.000 7 una de mueble 360.000

· 6 cilindros de gas $180.000

· 30 ollas: $500.000

· 117 platos: $438.750

· 33 bandejas paisas: $124.000

· 40 tasas: $80.000

· 60 juegos de cubiertos: $210.000

· 1 lavadora: $900.000

· 2 licuadoras: $150.000

· 2 reverberos: $60.000

· 2 máquinas de moler CORONA: $50.000

· 1 máquina de fumigar: $270.000

BIENES MUEBLES

· 6 camas: $480.000

· 2 chifoniers: $200.000

· 3 televisores: 500.000

· 1 horno microondas: $80.000

· 1 máquina despulpadora de café: $220.000

· 2 azadones: $20.000

· 2 palas: $20.000

· 2 palines: $20.000

· 2 barretones: $20.000

· 3 machetes: $30.000

· 15 gallinas: $225.000

· 6 patos: $90.000

· 8 cerdos: $8.000.000

Teniendo así un total de activos por $231.905.000 y de pasivos cero pesos.

En la audiencia pública de diligencia de inventario y avalúos; hubo un desacuerdo sobre el valor de los bienes mencionados el Juzgado nombra un perito avaluador.

En la práctica de la primera diligencia del perito avaluador se obtienen las siguientes conclusiones:

En cuanto al lote de terreno mejorado con casa de habitación lugar donde se encuentra e negocio ¨Cenadero Paisa¨, no existen documentos legales que acrediten la propiedad del inmueble, se declaran poseedores a la señora María Gilma Acevedo Nieto y el señor Sebastián de Jesús Guarín Henao.  Y el avalúo en un total de $63.585.000.
Ahora bien, el avalúo de lote de terreno ubicado en el kilómetro 13 vía Pereira-Marsella, vereda la Oriental, frente al ¨Cenadero Paisa¨ se trata de un lote de terreno con cultivos de café, plátano y yuca el cual se encuentra avaluado en $10.491.000 señalando los bienes muebles se encuentra avaluados en un total de $7.571.500, teniendo así unos activos de: $81.647.500

El despacho a modo propio pidió al perito que en la experticia solo se circunscriba a las mejoras en el mismo, el cual tiene un valor total de $37.350.000; se corrió traslado del inventario y avalúo pericial; el apoderado de la parte demandante guardo silencio, mientras que el apoderado de la parte demandada objetó por error grave al avalúo perito, advirtiendo al despacho que no fue acertada la limitación que hizo el experto al valorar solo la posesión de la mejora y no del lote, además pide que se designe un experto para que valore el good will del establecimiento de comercio.

Por auto de febrero 6 de 2014, se advirtió que el establecimiento no había sido avaluado y se designó un auxiliar de justicia para que procediera a ello, para que se refiriera al valor del establecimiento y no al producido, insistiendo el perito en decir que debe hacerse de tal manera por no contarse con el registro del flujo de caja, valorándolo por su renta en $9.830.400. 

De este último dictamen se corrió traslado, indicándose que era la oportunidad para pedir complementación o aclaración, u objetarlo por error grave, este traslado pasó en silencio.

Si bien con anterioridad el Tribunal Superior Sala Civil – Familia de Pereira/Risaralda ya había conocido este asunto, pues mediante auto del 18 de mayo de 2012 por el cual decide acerca de las medidas cautelares promovidas por la parte demandada, como lo es el embargo y secuestro de los lotes denunciados en la diligencia de inventarios y avalúos y sobre el establecimiento de comercio , la parte demandante interpuso recurso de reposición para que el despacho modifique el auto y disponga el secuestro únicamente del inmueble en donde está ubicado el restaurante ¨Cenadero Paisa´, y no el restaurante pues manifiesta que dicho establecimiento de comercio es propiedad del señor JOSE MIGUEL MONTANER, yerno de aquí el demandante, y este no pertenece a la sociedad conyugal y para ello anexa como prueba el certificado de Cámara de Comercio en el que se confirma la propiedad del señor JOSE MIGUEL frente al restaurante ¨Cenadero Paisa¨ y por lo tanto en sentencia proferida el 19 de junio de 2013, por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira/Risaralda, ordena revocar el auto de fecha del 08 de mayo, en lo atinente al secuestro del establecimiento de comercio quedando la medida sin efecto, ahora bien la parte demanda interpone recurso de reposición el cual fue resuelto desfavorablemente y en subsidio el de apelación contra el auto preferido el 31 de julio de 2013 por el Juzgado tercero de Familia, en el cual se declaró la posesión a la opositora (SONIA PATRICIA GUARIN ACEVEDO, hija de las partes), de un predio que corresponde a la sociedad conyugal, la Sala considera que la medida cautelar fue ordenada de manera oficiosa, relacionada con el embargo y secuestro, pues la medida que se solicitó recaía solo sobre el lote donde estaba levantado el establecimiento de comercio, con esta sola circunstancia suficiente para confirmar el auto del pasado 31 de julio de 2013, porque esta medida viene de una orden oficiosa que no pudo haberse dado . la consecuencia obvia de esto sería que se le ordenara al secuestre realizar entrega a la persona que lo detentaba al momento de la diligencia, en este caso concreto a la señora Sonia Patricia Guarín, pues es quien tenía el poder material de hecho cuando fue secuestrado.  

En providencia de noviembre 27 de 2015, el Juzgado Quinto de Descongestión resuelve:

PRIMERO: Se avoca el conocimiento del presente asunto

SEGUNDO: Prospera la objeción por error grave planteada por el señor Sebastián de Jesús respecto del valor dado por el perito a los bienes objeto de estudio 

TERCERO: Se establece que 

· La posesión del lote de terreno mejorado con casa de habitación dedicada para vivienda y restaurante, tiene un valor de $93.527.455.60

· El establecimiento de comercio, Cenadero Paisa, tiene un valor de $11.830.400

CUARTO: con estos valores definidos respecto a estos dos bienes, el Juzgado aprueba el inventario y avalúos que se llevó a cabo en la diligencia practicada el 25 de enero de 2012, en el cual se incluyen los otros dos bienes (inmueble y muebles) que allí se relacionaron con los valores no reprochados que se les dio por la entonces apoderada del señor Sebastián ($30.000.000 y $1.905.000)

QUINTO: los muebles y enseres del Restaurante Cenadero Paisa, hacen parte de él, por lo que no se deben relacionar o avaluar separadamente. 

La diligencia de inventarios y avalúos se encuentra en firme, por lo tanto se decreta la partición y se requiere a los apoderados para que si bien de mutuo acuerdo presenten el trabajo de partición o insinúen partidor, de lo contrario este será designado de la lista de auxiliares de justicia.

La parte demandada solicita que se nombre un partidor toda vez que hubo una imposibilidad de hacer dicho trabajo o insinuar partidor de mutuo acuerdo. 

Fue designado HELMER OCAMPO LOZANO como partidor, realizado su trabajo se tiene:
Valor de bienes inventariados: $137.262.855.60 

Hijuela  número uno: $68.631.427.80 

Hijuela  número dos: $68.631.427.80

Se les adjudica en común y proindiviso entre las partes de un 50% sobre un todo de 100% 

La parte demandante objetó la partición, porque en el momento de designarse al partidor se le envió una comunicación en la cual se le dijo que el lote de terreno ubicado al frente del ¨Cenadero Paisa¨, no era un bien de la sociedad conyugal y, por consiguiente, debía quedar por fuera de la misma, pero la respuesta de él fue que  la oportunidad procesal  para sacar ese lote era en la diligencia de inventarios y avalúos; le replicó y le mostró las copias de esa diligencia, de Inventarios y Avalúos hecha en el Juzgado Tercero de Familia, y la respuesta fue que tenía que hacerla de acuerdo a lo ordenado por el Juzgado. Adicional a esto hace mención a que en el Juzgado Tercero de Familia se tramitó el incidente de oposición a la diligencia de secuestro del lote y el despacho fallo a favor, el apoderado del demandado apeló ante el Tribunal Superior de Pereira, despacho que confirmo la providencia y se vino con un ¨regaño¨ ya que este lote no se debió haber metido en la relación de los bienes de la sociedad conyugal, por lo tanto la parte demandada solicita que se le ordene al perito rehacer su trabajo de partición, no incluyendo en él el lote ubicado al frente del Cenadero Paisa y las aves de corral que allí se relacionan, puesto que por la razón de la edad ya no existen.

Frente a esta objeción la parte demandada hace su respectivo pronunciamiento argumentando que el apoderado de la parte demandante quiere desconocer lo manifestado por el honorable Tribunal, respecto del lote que se está al frente del restaurante y a lo ya manifestado por el Despacho, en la aclaración realizada el 28 de febrero de 2017, y deja bastante claro que lo que pretende el señor apoderado es confundir al despacho haciendo interpretaciones alejadas a las manifestaciones de los autos; adicionalmente el apoderado de la parte actora tenía la obligación legal de objetar en el momento procesal oportuno la diligencia de inventarios y avalúos, por lo tanto, hasta ahora no puede tratar de hacerlo por medio de incidentes e interpretaciones alejadas de todo contexto y de la realidad que se avista en el proceso. 

A consideración del despacho se tiene que si el demandante pretende que no se reparta la posesión de referido inmueble, debió haber obtenido una decisión favorable, en el sentido de haberse objetado los inventarios y avalúos y excluido esa posesión, lo que no ocurrió. Y el hecho que el Tribunal se haya pronunciado sobre la medida de secuestro de esa posesión, en nada afecta la firmeza procesal de esa diligencia de inventarios y avalúos, además en providencia del 27 de noviembre de 2015, proferida por el Juzgado de Descongestión, se dejó claro que los bienes y enseres relacionados con el escrito adosado con la objeción hacian parte integral del establecimiento de comercio denominado Cenadero Paisa dejando entones una unidad económica. Por tales motivos no prosperó la objeción.

Frente a esta decisión el apoderado de la parte demandante interpone recurso de reposición el cual se niega por improcedente, toda vez que dicho recurso solamente procede contra autos, de igual forma como la parte demandante dentro del término interpuso recurso de apelación en contra de la sentencia y allegó el escrito precisando los siguientes 

reparos: (TRASCRITO DE MANERA LITERAL)

1. Que se de claridad al despacho de que la objeción presentada a la partición hecha por el ilustre colega Helmer Ocampo Lozano y que el juzgado acepta está viciada de nulidad, porque ordena la adjudicación en común y proindiviso de un lote de terreno, que no es de la sociedad conyugal y de un restaurante que tampoco es de la sociedad conyugal, y el cual NO fue secuestrado en la diligencia de secuestro practicada por el comisionado porque así lo dispuso el Juez  Tercero de Familia.

2. Ahora bien, dice la providencia recurrida: TERCERO: Ejecutoriada esta providencia expídanse a los interesado copia del trabajo de partición y adjudicación, y de esta sentencia, para su registro en la oficina pertinente CUARTO: una vez obre en el  expediente copia del registro de la partición en la entidad respectiva, se expedirán copias auténticas de la partición y de la sentencia para que sea protocolizada en una Notaria de esta ciudad a elección de las partes, de lo cual se dejará constancia en el expediente. Yo me pregunto señor juez, si lo que se adjudicó fueron la posesión de un lote donde funciona el CENADERO PAISA y de un lote que está ubicado al frente del CENADERO PAISA, en donde se va a registrar esa sentencia si no tiene matricula inmobiliaria ya que se trata de posesión y no de propiedad?

3. Con relación al CENADERO PAISA, en donde se va a registrar la sentencia, si este establecimiento como tal no fue secuestrado, no fue embargado, ya que el mismo no figura ni a nombre de MARIA GILMA ACEVEDO NIETO ni de SEBASTIAN DE JESUS GUARIN HENAO? 

SUSTENTACIÓN  

Carlos Ariel Correa Jiménez, Apoderado de la parte demandante, señora MARIA GILMA ACEVEDO NIETO, sustenta de la siguiente manera:

“Honorables magistrados este es un proceso sui géneris que como lo dice el radicado tiene Nº 737 del 2011, es decir un proceso de una liquidación de sociedad conyugal, que tiene más de ocho años de estar trajinando, y está en estas tire, alarga y encoje atención a que este proceso lo ha conocido todos los jueces de la ciudad de Pereira, incluso la Dra. Elizabeth Rueda Lujan, cuando estuvo actuando como jueza de un despacho de descongestión de los juzgados de familia, por el conocimiento que este proceso han tenido todos los juzgados a mi modo de ver ha habido criterios que no todos tienen la misma convicción y por eso ha sucedido lo que ha sucedido. 

Este proceso se vino a enredar, pienso yo, en mi buen modo de mi contexto cuando lo cogió la Dra. Elizabeth Rueda Lujan que fuera que ya calificó la diligencia de inventarios y avalúos y la que calificó el proceso como estaba que hacía parte de activos de la sociedad conyugal y que no hacía parte de los activos de la sociedad conyugal, desde ahí empezó como dice el dicho popular el Cristo a padecer, cuando se hizo la diligencia de secuestro de los bienes denunciados como de propiedad de la sociedad conyugal el Juez Tercero de Familia de ese entonces, excluyó de los bienes de la sociedad conyugal los muebles y enseres del restaurante “CENADERO PAISA”  y estos muebles y enseres no fueron secuestrados, fueron secuestrados los muebles y enseres de la casa que eran unos televisores viejos, unas mesas viejas, un cama de esterilla, un escaparate y unas mesas pues en mal estado, y en esa diligencia, se insistió del secuestro de un lote de terreno que desde un comienzo se dijo que no era de la sociedad conyugal, sino que era de propiedad de la señorita Sonia Guarín Acevedo que es hija de los demandantes y demandado en este asunto, en esa diligencia de secuestro fue el Dr. Oscar Elías Botero Chalarca con Sebastián, llevaron los testigos y los documentos que quisieron aportar y luego de un análisis muy profundo por parte del inspector de Marsella de ese entonces aceptó la oposición y dijo que ese inmueble quedaba secuestrado porque ellos insistieron al secuestre, pero que quedaba a disposición de doña Gilma, eso hasta ahí iban las cosas más o menos bien, se hizo el tramite o el incidente de la oposición en el juzgado y se logró demostrar que en efecto ese lote era de Sonia, entonces inclusive el Magistrado Jaime, Dr. Saraza en providencia que hubo anterior a este expediente dijo que ese bien no tenía por qué haberse metido dentro de los bienes de la sociedad conyugal porque ese bien no era de ellos, más sin embargo, cuando la Dra. Elizabeth Rueda Lujan, pues admitió aceptó que ese lote valía treinta millones de pesos y metió también como muebles y enceres de la cocina por valor de $1.950.000 o $1.905.000 si mal no recuerdo; desde ahí empezamos con tire, hale y encoje, don Sebastián decidió tomar posesión del lote, en contra de lo ordenado por la inspección de policía y ordenado por el Juzgado y ha querido hacer todo lo que quiere, ha cogido el café, ha tumbado el plátano, a pesar de que se le ha dicho eso está en el Tribunal espere a que eso termine, él ha hecho con eso lo que se le ha dado la gana, entonces se vino la diligencia de partición de los bienes relictos de la sociedad conyugal el despacho del Juzgado Cuarto de Familia a cargo del Dr. Elmer Ocampo, el Dr. Elmer muy acuciosamente hizo su trabajo se le dijo pues que ese lote no hacia parte de la sociedad conyugal, que los muebles y enceres del restaurante tampoco hacia parte de la sociedad conyugal, se le explicó por todos los medios, se le mostraron las providencias al Dr.;  él contra todo viento y marea  metió los bienes dentro de los activos y dispuso a partir esos bienes e incluso el lote de propiedad de la señora Sonia, ella fue la que lo compro con bienes de su peculio porque ella para la época en que compró el lote era empleada de la DIAN y tenía unos ahorros, y con esos ahorros fue que le compró al nieto y a su hija el lote que es materia de este proceso, compró ese lote pensando en un futuro no muy lejano poder hacer una casa allá un estadero para ella y su familia, pero desafortunadamente se presentó esta situación con el señor Sebastián que es un señor que tiene sus problemas personales con la familia, desconoce a sus hijos como tales y ha habido problemas entre ellos, razón por la cual este proceso se ha tratado de llevar en una equidad total para evitar ese tipo de problemas, entonces qué se persigue honorables  magistrados la ponencia en la sala civil y de familia del Honorable Tribunal Superior de Pereira, que el Honorable Tribunal pues revoque esa sentencia y dejando así sin efecto el lote de terreno que es y ha sido de propiedad de Sonia, hace parte de esta sociedad conyugal o no, lo mismo que los muebles y enseres del “CENADERO RESTAURANTE PAISA” que toda la vida ha sido de doña Gilma, lo ha producido siempre doña Gilma, es conocido como de doña Gilma y ella ha sido conocida  en el sector Nororiental como la sueña de ese restaurante, ella es la que ha trabajado allá poniéndole el alma y sombrero por salir adelante para el sostenimiento de todos sus hijos que don Sebastián se sustrajo de todas las obligaciones, inclusive unas propiedades que tenían en la parte superior de donde está el restaurante “CENADERO PAISA” que eran unas cajitas que era de ellos, Sebastián las vendió y dispuso de ellas sin participar en nada de eso con doña Gilma.

Por consiguiente honorables Magistrados, confío en la voluntad del señor y ustedes de que ese lote no hace parte de la sociedad conyugal y mucho menos los muebles y enseres del “CENADERO PAISA”; con respecto a la casa y al lote en si como tal del “CENADERO PAISA” estamos dispuestos a que se parta o que se venda, o que se haga cualquier situación pero que se respete el lote que es de propiedad de Sonia y los muebles y enseres del restaurante “CENADERO PAISA”, es todo honorables Magistrados.”
CONSIDERACIONES

1. Ningún reparo admiten los presupuestos procesales; tampoco se avista causal de nulidad que haga írrito lo actuado. 
2. También la legitimación por activa y pasiva está acreditada, en cuanto se trata de la liquidación de la sociedad conyugal habida entre María Gilma Acevedo Nieto y Sebastián de Jesús Guarín Henao. 

3.
Tantas vueltas ha dado este proceso, que al final, en el auto del 28 de febrero de 2017 (f. 313, c. 1), contundentemente dijo el Juzgado que “Todos los bienes que fueron aprobados en auto del 27 de noviembre de 2015 con sus respectivos avalúos integran la masa partible dentro de la sociedad conyugal que conformaron los señores María Gilma Acevedo y Sebastián de Jesús Guarín y a ello debe sujetarse el trabajo de partición, por cuanto no hay prueba en el proceso que demuestre que se haya ejercido alguna acción legal sobre la propiedad de bienes inventariados que ameriten su exclusión”. 
En dicho proveído, el del 27 de noviembre de 2015 (f. 251, c. 1), ya se había anticipado que los bienes inventariados se contraían a la posesión de dos inmuebles, un establecimiento de comercio, los muebles y enseres del restaurante y otros bienes muebles. 
3.
Designado el partidor respectivo, distribuyó los bienes, en común y proindiviso, entre los consortes. 

4. El apoderado de la parte demandante, ahora recurrente, objetó la partición presentada respecto de los bienes incluidos en las partidas dos y cuatro, que consisten, en su orden, en:

i) “la posesión material sobre un lote de terreno, igualmente ubicado en la Vereda La Oriental, al borde de la carretera que conduce al Municipio de Marsella, cuyas dimensiones son: 39 metros por el borde de la carretera a Marsella en la oriental, 40 metros por la obra hacía abajo, 63 metros por la parte baja del lote y 96 metros subiendo la carretera.” que fue avaluado en la suma de $30.000.000,oo.
ii) “Los siguientes bienes muebles: (….) (15) gallinas ($225.000.00), (6) patos ($90.000.00)” (ver folio 323, c. 1), objeción que no fue de recibo por el juzgado de primer grado que procedió, como consecuencia, a dar aprobación en todas sus partes al trabajo partitivo de los bienes y deudas de la sociedad conyugal conformada por los litigantes en el presente asunto (fl. 21, c. 5).
5.
Al resolver la objeción desfavorablemente, el funcionario tuvo como fundamento, el hecho de que la posesión del bien inmueble no fue debatida en la oportunidad procesal pertinente, que era el traslado de los inventarios y avalúos. Además, lo resuelto por esta Sala, en pretérita ocasión, cuando desató la apelación del auto que admitió una oposición a la diligencia de secuestro de ese lote, tiene un alcance diferente al que le da la parte, pues se limitó a levantar la medida, porque nunca fue solicitada.

Y en cuanto a los muebles y enseres, dijo que los que conforman el establecimiento de comercio fueron avaluados y se integró su valor al de aquel, para tenerlo como unidad de explotación económica.  
La apelación viene centrada en que “ese lote de terreno, se excluya de la partición que el despacho a su digno cargo ha aprobado, lo mismo que el CENADERO PAISA como tal”, basado en el hecho de que dichos bienes no pertenecen a las partes, sino a terceros, y por lo mismo deben dejarse al margen de la distribución.

6.
Bueno es recordar que la objeción a la partición tiene como finalidad rebatir el trabajo cuando no se ajuste a las prescripciones legales, o se desconozca la relación de bienes o su valor, según la diligencia previamente practicada con la intervención de las partes. Y esto, por cuanto el acto partitivo como situación jurídica que es, viene entrelazado bajo una serie de requisitos, entre ellos, i) que la partición se haya procesado con asiento en los inventarios y avalúos aprobados con anterioridad; y ii) que en la distribución de los bienes se atiendan las reglas señaladas al partidor en los artículos 1391 y siguientes de la codificación civil, así como en la ley procesal.

Sobre el particular, esta Corporación en varias ocasiones, como en la sentencia del 20 de octubre de 2016, radicado 2012-00131-01, M.P. Claudia María Arcila Ríos, ha aludido al contenido del artículo 1832 del C. Civil, que establece que la división de bienes sociales se debe ajustar a las reglas para la partición de los hereditarios, en tanto que, de acuerdo con los artículos 1392 y 1821 del mismo estatuto, la base real y objetiva del trabajo partitivo se halla en los inventarios y avalúos, y ha traído a colación lo señalado de tiempo atrás por la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia S-167 del 10 de mayo de 1989, con ponencia del Magistrado Pedro Lafont Pianetta que:
La partición hereditaria judicial, como negocio jurídico complejo sustancial y procesalmente debe descansar (artículos 1392, 1394, 1399 C.C. y 610 y 611 del C.P.C.) sobre tres bases: la real, integrada por el inventario y avalúo principal y los adicionales, con sus modificaciones reconocidas judicialmente (exclusiones de bienes, remates, etc.); la personal, compuesta por los interesados reconocidos judicialmente, con la modificación pertinente hecha por el juez (v.gr. exclusiones de sujetos y alteraciones judiciales personales); y la causal, traducida en la fuente sucesoral reconocida por el juez (v.gr.sucesión testamentaria, intestada, etc.).
De allí que sea extraño a la partición, y, por consiguiente, a las objeciones, apelaciones y casación, cualquier hecho o circunstancia que se encuentre fuera de dichas bases, sea porque son ajenos a la realidad procesal o porque estándolo no se hayan incluido en ella, ora porque no fueron alegados o porque siéndolos fueron despachados desfavorablemente. Esto último acontece cuando se dejaron precluir las oportunidades para controvertir u objetar el inventario y avalúo, sin hacerlo, o cuando habiéndose hecho las objeciones han sido rechazadas o acogidas. En uno u otro caso, el inventario debidamente aprobado es la base real que debe tenerse presente en la elaboración de la partición, en cuya sujeción puede incurrirse en acto o desacierto y puede dar origen a las objeciones y recursos del caso. Pero en cambio, son ajenas a la partición, las objeciones y recursos, las cuestiones que deberían ser debatidas en la etapa del inventario y avalúo, o que siéndolas fueron decididas en esta oportunidad, sin el reparo pertinente exigido por la ley". 
Así se ha reiterado recientemente, en providencia del 13 de septiembre de 2017, radicado 2014-00202-03, con ponencia del Magistrado Duberney Grisales Herrera, en la que se cita también una sentencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema, del 28 de mayo de 2002, con ponencia del Magistrado Nicolás Bechara Simancas, en el expediente 6261. 
7. Para abordar el estudio del asunto, es preciso aclarar, primeramente, que en su momento, esto es, durante el traslado del trabajo de partición, ninguna objeción se planteó en relación con el establecimiento de comercio “Cenadero Paisa” como tal; se hizo alusión, exclusivamente, a la posesión de un lote y a unas aves de corral. Por ello, resulta impertinente ahora que el recurrente soporte su inconformidad en la distribución de ese bien, dado que el momento procesal para discutirlo era, precisamente, ese término que se le otorgó para rebatir el trabajo presentado. 
De hecho, si se mira bien el contenido del numeral 2º del artículo 509 del CGP, se tiene que “Si ninguna objeción se propone, el juez dictará sentencia aprobatoria de la partición, la cual no es apelable”. Y no es apelable, justamente por el hecho de si ninguna réplica se presenta contra el trabajo de partición, se asume que las partes aceptan en su totalidad la distribución. Aunque es claro que la norma se refiere al caso en que ninguna objeción se proponga y aquí sí la hubo, lo que se quiere resaltar es que quedó por fuera de toda discusión la partición que se hizo del establecimiento de comercio por parte del auxiliar, lo que implica, necesariamente, que el funcionario de primer grado no tuvo ocasión de pronunciarse sobre ese particular en la providencia que ahora se ataca y, por supuesto, tampoco la parte contraria para controvertir semejante situación.  

Como ello es así, por fuera de debate debe quedar esa parte de la impugnación, sin perjuicio de que se ponga de presente lo llamativo que resulta que sea la misma parte demandante la que, desde la diligencia de inventarios y avalúos, incluyera ese bien, y ahora quiera que se excluya con dos argumentos que, a decir verdad, carecen de solidez: el primero, que no pertenece a la sociedad conyugal sino a un tercero, pues el establecimiento aparece inscrito a nombre de José Miguel Montaner, tesis que se desvanece con solo ver que la presente demanda se presentó en el mes de octubre de 2011, la diligencia de inventario y avalúo se realizó en enero de 2012 (f. 20, c. 1) y el registro mercantil de ese establecimiento solo se formalizó el 4 de abril de 2012, esto es, concomitante con las objeciones que desde temprano viene planteando la demandante (f. 74, c. 1). Y el segundo, que en la sustentación del recurso en esta sede, ya no menciona el establecimiento en sí, sino los enseres que lo conforman y que fueron tenidos en cuenta en su avalúo; y más que eso, que expresamente dijo el profesional que “los muebles y enseres del “CENADERO RESTAURANTE PAISA” que toda la vida ha sido de doña Gilma, lo ha producido siempre doña Gilma, es conocido como de doña Gilma y ella ha sido conocida  en el sector Nororiental como la sueña de ese restaurante, ella es la que ha trabajado allá poniéndole el alma y sombrero por salir adelante para el sostenimiento de todos sus hijos que don Sebastián se sustrajo de todas las obligaciones, inclusive unas propiedades que tenían en la parte superior de donde está el restaurante “CENADERO PAISA” que eran unas casitas que eran de ellos, Sebastián las vendió y dispuso de ellas sin participar en nada de eso con doña Gilma”, dando a entender con ello, y contradiciéndose además, que el cenadero ha estado en el patrimonio de la cónyuge y no de un tercero. 

Ahora bien, en lo que atañe a la posesión del lote de terreno ubicado al frente del aludido restaurante, detallado en la partida dos del trabajo de partición, para esta Sala, la razón está de lado del juez de primer grado, dado que en realidad el auxiliar nombrado para realizar la partición se ciñó a los inventarios y avalúos aprobados en auto del 27 de noviembre de 2015, de los cuales se corrió el traslado legal sin ninguna objeción por parte del aquí recurrente sobre los bienes allí denunciados. 
Vista así las cosas, y siguiendo el principio general de preclusión o eventualidad no son necesarias mayores lucubraciones para concluir que ese ataque resulta a todas luces extemporáneo, dado que, para reprochar la inclusión o exclusión de unos bienes en los inventarios y avalúos, hubo una oportunidad legal y ella transcurrió, respecto a ese particular con total silencio de la parte, lo que permite concluir que no puede usar otros actos procesales para enmendar la omisión que allí se tuvo. 
Sobre el contenido de la partición, tiene sentado la doctrina que comprende dos partes: la base y la partición misma. Y explica Lafont Pianetta, en su texto Proceso sucesoral, Tomo II, sobre ellas, que: 
1.    Base de la partición…-Son los elementos sobre los cuales la partición se rige a saber: la fuente reguladora de la sucesión (sucesión intestada o testamentaria), los asignatarios debidamente reconocidos y el inventario o inventarios debidamente aprobados….

2.
La partición misma… se elabora teniendo presente la determinación de las masas, su liquidación, distribución y cancelación. 

A.    Determinación de las masas…-Esta determinación persigue confirmar lo inventariado o, por el contrario, ajustar el inventario a variaciones posteriores que han surgido y que se encuentran legalmente registradas en el proceso, como cuando se han efectuado extinciones de bienes por cualquier concepto, sustituciones de bienes, remates, cancelaciones o subrogaciones de deudas, indivisiones de bienes en inventarios adicionales, acumulaciones de sucesiones exclusión o separación de una de ellas, etc. …” 
Salta a la vista, por consiguiente, una regla inmutable: al partidor le está vedado cambiar la realidad que le enseña el conjunto de bienes que conforman la masa partible, y en su trabajo debe, ante todo, respetar las bases sobre las cuales descansa la partición, por ello, no puede ni incluir ni excluir bienes, a su arbitrio, como lo pretende la parte demandante. 
En adición, se tiene que durante la mayor parte del proceso el apoderado recurrente intentó, infructuosamente que se dejaran al margen de todo estos bienes, pero no en el momento procesal oportuno, como era el traslado de los mismos inventarios y avalúos.
De los tantos escritos y respuestas por parte del juzgado respecto al tema (olios 318, fls 8 y 9 c. 5, entre otros), en providencia del 28 de febrero de 2017 (fls. 313 y 314, c. 1) se dejó claro que “… todos los bienes que fueron aprobados en auto del 27 de noviembre de 2015 con sus respectivos avalúos integran la masa partible dentro de la sociedad conyugal que conformaron los señores María Gilma Acevedo y Sebastián de Jesús Guarín y a ello debe sujetarse el trabajo de partición, por cuanto no hay prueba en el proceso que demuestre que se haya ejercido alguna acción legal sobre la propiedad de bienes inventariados que ameriten su exclusión”, razonamiento que, además de ser cierto, ninguna inconformidad generó en el recurrente.
En otras palabras, con esta providencia se le dieron las pautas al partidor de que para su trabajo se debía remitir a lo inventariado en la respectiva diligencia, y así lo hizo, tuvo en cuenta para ello los bienes denunciados y los distribuyó por partes iguales entre los consortes, que nunca se pusieron de acuerdo sobre su repartimiento, lo cual hubiera facilitado todo este trámite. 

Y el hecho de que esta Corporación se hubiese pronunciado sobre la medida de secuestro de ese lote, en nada influye en la decisión que aquí se toma, pues no se debatió sobre la inclusión del bien en los inventarios y avalúos y, a decir verdad, lo que se hizo en esta sede fue confirmar la decisión de primera grado sobre el levantamiento de la medida, pero por el hecho de que “… se terminó ordenando una medida cautelar de manera oficiosa, porque nunca fue pedida por las partes, relacionada con el embargo y secuestro de la posesión que el demandado decía tener sobre esa franja de terreno ubicada al frente del Cenadero Paisa. Si se mira bien, la cautela solicitada por el demandado recaía solo sobre el lote donde está levantado aquel establecimiento de comercio, pero nunca mencionó en su petición la posesión sobre el otro” (folio 56, c. 3).
Es más, en la parte resolutiva de dicha providencia se hizo énfasis en que “El bien indebidamente secuestrado quedará en poder de quien lo tenía materialmente al momento de la diligencia, esto es, Sonia Patricia Guarín Acevedo y se le dejó en calidad de secuestre, sin perjuicio de que las partes puedan pedir la práctica del embargo y secuestro, como corresponde” (f. 57, c. 3), sin que allí se definiera que la posesión estuviera en cabeza de persona distinta de los cónyuges, simplemente, se concluyó que la medida de secuestro no había sido pedida. 

Port último, en lo que atañe al registro, la sentencia señaló que se expediría copia de la misma para tal efecto en la oficina pertinente, con lo cual entiende la Sala que lo será, eventualmente, para el establecimiento de comercio, no para la posesión sobre los bienes inmuebles, como lo tiene claro la recurrente. 

La sentencia, por tanto, será confirmada. 

Las costas de esta instancia serán a cargo de la parte demandante y en favor del demandado. La liquidación se hará de manera concentrada ante el juez de primera instancia (art. 366 CGP), previo señalamiento de las agencias en derecho, lo que se hará por el magistrado sustanciador en auto separado. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia local el 23 de mayo de 2017, en este proceso de liquidación de sociedad conyugal que inició María Gilma Acevedo Nieto contra Sebastián de Jesús Guarín Henao. 
Costas de segundo grado a cargo de la demandante y a favor de la parte demandada. Se liquidarán ante el juez de primer grado de manera concentrada. 
Decisión notificada en estrados.
Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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